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Caso de refugiadas 
colombianas

Violencia sexual  
y por motivos  
de género 
Joanna Bernie*

Numerosos estudios han docu-
mentado las consecuencias ne-
gativas del conflicto armado en 
Colombia: los entre dos y tres 
millones de desplazados (más 
de un millón de éstos entre el 
2002 y el 2005), las 70. 000 per-
sonas, en su mayoría civiles, 
asesinadas en los últimos 20 
años. Igualmente se han docu-
mentado los factores que hacen 
a las mujeres más vulnerables 
en situaciones de conflicto y 
desplazamiento. Sin embargo, 
mientras que la violencia contra 
las mujeres, particularmente la 
violencia sexual como práctica 
común en el contexto del con-
flicto armado colombiano, ha 
sido reconocida e investigada 
ampliamente, hay pocos estu-
dios que aborden en detalle, el 
nivel de violencia sexual y por 
motivos de género (VSMG) di-
rigida a las mujeres colombia-
nas que buscan refugio en Ve-
nezuela.

Desde mediados del 2007 el 
Servicio Jesuita a Refugiados (SJR) 
condujo una investigación sobre 
el tema de la violencia sexual y 
por motivos de género en las vi-
das de las mujeres colombianas 
refugiadas en Venezuela. La in-
vestigación fue realizada en los 
estados fronterizos de Apure, Tá-
chira y Zulia, en donde, según el 
ACNUR, se encuentra el 90% de 
los 8.694 solicitantes de refugio 
en Venezuela. 

Los resultados del estudio re-
velaron una situación compleja. 
Las entrevistas mostraron que 
en la esfera privada la frecuen-
cia e intensidad de la VSMG di-

rigida a la mujer refugiada es 
alta, especialmente durante los 
primeros meses después del 
desplazamiento de Colombia, 
cuando la existencia del síndro-
me de estrés post-traumático es 
mayor.

En la esfera pública, por lo 
menos en cuanto a la violencia 
de género  –es decir la violencia 
que está dirigida a la mujer con 
base en su género– la experien-
cia de las mujeres refugiadas 
entrevistadas, por lo general, 
parece ser más positiva, aunque 
existe un creciente temor por 
la situación de inseguridad cau-
sada por la presencia de los 
grupos armados irregulares en 
territorio venezolano. 

En la esfera privada
Según la experiencia de Cári-

tas-San Cristóbal, especialmente 
durante los primeros seis meses, 
hasta el año, el nivel de estrés y 
abuso físico y psicológico dentro 
de la familia recién desplazada 
es mucho más elevado:“Hay ni-
veles mas altos de violencia en 
familias colombianas no sola-
mente por la violencia que han 
vivido en Colombia, sino tam-
bién por su situación económica 
precaria…estrés generado por 
preocupaciones sobre cómo van 
a dar de comer a sus hijos, dón-
de van a vivir, dónde van a tra-
bajar. Cuando llegan tienen 
múltiples necesidades y hacen 
falta múltiples respuestas. La fal-
ta de respuestas genera una si-
tuación de mucho estrés…en la 
soledad de los primeros meses 
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muchas veces los padres se libe-
ran con el más próximo; la es-
posa y los niños.” En este con-
texto, el 22% de las mujeres en-
trevistadas manifestaron haber 
sufrido violencia física y el 30 % 
violencia psicológica por parte 
de su pareja.

Los tipos de violencia expe-
rimentada por las mujeres refu-
giadas entrevistadas también 
incluye la violencia sexual y 
económica, es decir, el acceso 
y control de las decisiones eco-
nómicas y las decisiones sobre 
el número de hijos deseados, el 

ejercicio de la sexualidad y la 
utilización de anticonceptivos. 

La mayoría de las mujeres en-
trevistadas relatan como a largo 
plazo sus relaciones han mejo-
rado desde que llegaron a Ve-
nezuela, citando razones como, 
“dejó de tomar tanto”, “ha esta-
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do más pendiente de la fami-
lia,” “trabaja más” o “se ha vuel-
to religioso.”  A pesar de esto, va-
rias de las mujeres (el 17%) en-
trevistadas relataron como sus 
relaciones habían empeorado 
desde que llegaron a Venezue-
la. En ciertas situaciones, el 
desplazamiento a Venezuela, 
más que reforzar las condicio-
nes de marginación de la mu-
jer, puede presentar una opor-
tunidad de empoderamiento 
económico para ellas, asumien-
do nuevos roles de proveedoras 
de la familia y desarrollando 
habilidades antes no imagina-
das. Esta inversión de roles y 
responsabilidades puede provo-
car una sensación de inseguri-
dad y pérdida de identidad en 
el hombre y generar celos fren-
te al nuevo papel de su esposa. 
El caso de una mujer solicitan-
te de refugio en El Amparo, Es-
tado Apure, es emblemático de 
esta situación:

“En Colombia casi no pelea-
mos, estuvimos mucho más uni-
dos. Teníamos una finca allí y 
la vida del campo era muy di-
ferente. Llegando a Venezuela 
la situación se volvió difícil ya 
que él no podía encontrar tra-
bajo. Para mi era mucho más 
fácil encontrar trabajo lavando 
y planchando ropa en casas 
particulares. [Mi esposo] empezó 
a aburrirse mucho y a embo-
rracharse y empezó a ponerse 
muy bravo conmigo. A veces es 
terrible, especialmente cuando 
se emborracha…tengo ganas de 
irme de la casa pero uno no lo 
hace por los niños.”

En la esfera pública
Según las entrevistas, la gran 

mayoría de las mujeres colom-
bianas que llegan a territorio 
venezolano huyendo de la vio-
lencia en Colombia, encuentra 
en Venezuela una sociedad aco-
gedora y solidaria que, más que 
discriminar en contra de ella, 
le brinda ayuda. Mientras en 
algunas ocasiones las mujeres 
son blancos de extorsión u otros 
actos de abuso de poder por 
parte de funcionarios de la Guar-
dia Nacional o del Ejército, es-
tos actos representan una ex-
presión más de los altos niveles 
de corrupción en los organis-
mos del Estado venezolano, que 
una práctica dirigida únicamen-
te a la población refugiada. 

Afortunadamente parece que 
la práctica de usar la violencia 
sexual contra las mujeres como 
arma de guerra en el conflicto 
armado en Colombia, todavía 
no ha cruzado la frontera. Sin 
embargo, la creciente presencia 
de los grupos armados irregu-
lares (el ELN, las FARC, las FBL 
y los paramilitares desmovili-
zados) en territorio venezolano, 
significa que muchas mujeres 
viven con miedo. Como comen-
tó una mujer refugiada viviendo 
en El Amparo, al otro lado del 
río del pueblo colombiano Arau-
ca, “Aquí es muy peligroso, ma-
tan casi igual que en Colom-
bia.” Con la agudización del 
conflicto colombiano, los gru-
pos irregulares han intensifica-
do sus actividades ilícitas en 
territorio venezolano: el sicaria-
to, los secuestros, el cobro de 

impuesto de guerra (vacunas), 
los enfrentamientos para con-
trol de territorio, el contrabando 
de gasolina, entre otras activi-
dades ilícitas. 

Por lo menos cuatro de las 
mujeres entrevistadas habían 
perdido un familiar en Venezuela, 
por sicariato, sea su esposo o 
hijo. Incluso han habido casos 
de reubicación de solicitantes 
de refugio por amenazas de 
grupos armados, del sicariato y 
el reclutamiento forzoso de sus 
hijos. 

Mientras existen casos de co-
mentarios discriminatorios por 
parte de la población venezo-
lana (tachando a ellas o a su 
familia de “guerrilleros” por ejem-
plo) o acoso sexual o agresión 
física o psicológica en el lugar 
de trabajo, parece que estos ca-
sos son aislados. En el lugar de 
trabajo las mujeres se quejan 
mucho más de abusos de sus 
derechos laborales y de sobre-
explotación debido a su situa-
ción de vulnerabilidad, princi-
palmente por falta de documen-
tos de identidad que las legalice 
en el país. 

¿Legislación efectiva  
o papel mojado?
La nueva Ley Orgánica sobre 

el Derecho de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, que en-
tró en vigor en marzo de 2007, 
se caracteriza por ser mucho 
más completa que la anterior 
Ley de la Mujer y la Familia 
(1998). Mientras la antigua ley 
contemplaba tan sólo cinco ti-
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pos de violencia, la nueva ley 
establece 20 formas de violencia 
contra la mujer. Además, extien-
de las responsabilidades de los 
varios órganos del Estado para 
llevar a cabo programas de ca-
pacitación, contempla la crea-
ción de tribunales especializa-
dos en casos de violencia en 
contra de la mujer y propone 
varios mecanismos para apoyar 
a la mujer agredida como asis-
tencia jurídica gratuita, casas de 
abrigo, entre otras. 

Sin embargo, a pesar de las 
disposiciones progresivas de la 
nueva ley, existe bastante es-
cepticismo, tanto de su natura-
leza como de la falta de volun-
tad política por parte de las au-
toridades de cumplir con los 
compromisos estipulados en di-
cha ley. Por ejemplo, una de las 
críticas incluye su marcada ten-
dencia criminalizante y puniti-
va, lo cual puede hacer que las 
mujeres no denuncien. Diez 
meses después de su entrada 
en vigor, las medidas tomadas 
han sido limitadas e insuficien-
tes para tratar de forma efectiva 
la magnitud y la gravedad del 
problema. Al publicar este artí-
culo ningún tribunal especiali-
zado había sido creado y sola-
mente existen las tres casas de 
abrigo que existían antes de la 
nueva ley, a pesar de que según 
ésta, una de cada instancia 
debe existir en cada uno de los 
24 estados en Venezuela para 
marzo de 2008.

Mientras el proceso de sensi-
bilización parece haber desen-
cadenado un aumento en el nú-

mero de denuncias presentadas 
por mujeres por actos de violen-
cia, todavía no parece haberse 
traducido en un aumento del ni-
vel de denuncia en la población 
refugiada: de las 146 mujeres en-
trevistadas tan sólo cinco habían 
acudido a las autoridades locales 
por razones de violencia intra-
familiar. En ninguna ocasión se 
han denunciado casos de extor-
sión por parte de la Guardia Na-
cional. Esta falta de denuncia, 
junto con la ineficacia del siste-
ma de justicia venezolano, tiene 
como consecuencia que la gran 
mayoría de las violaciones de los 
derechos de las mujeres solici-
tantes de refugio, tanto dentro 
de la familia como en la comu-
nidad, queden en la impunidad. 
Para poder abordar la vulnera-
bilidad en la que se encuentran 
las mujeres refugiadas, es preci-
so diseñar programas de capa-
citación y elaborar políticas es-
pecíficamente dirigidas a ellas. 

En el informe producto de la 
investigación, el SJR propone 
una serie de recomendaciones 
dirigidas a las instituciones es-
tatales, organismos internacio-
nales y nacionales de apoyo a 
la población refugiada para me-
jorar la situación de las mujeres 
solicitantes de refugio en Vene-
zuela. Estas recomendaciones 
incluyen:
•	promover programas de sen-

sibilización y capacitación 
sobre la VSMG, tanto a la 
población refugiada (muje-
res y hombres) como al per-
sonal de organizaciones de 
apoyo a la población refu-

giada y a los funcionarios 
del Estado.

•	fortalecer los mecanismos 
para hacer frente a la VSMG 
y la coordinación de estos.

•	incorporar una perspectiva 
de género y atención a mu-
jeres victimas de VSMG, en 
cada intervención, programa 
o proyecto dirigido a la po-
blación refugiada. 

•	empoderar a las mujeres y 
hombres solicitantes de refu-
gio con las herramientas para 
solucionar sus propios pro-
blemas e identificar sus pro-
pias soluciones.
Agilizar el proceso de solici-

tar estatus de refugiado para 
facilitar la integración en terri-
torio venezolano, la obtención 
de un trabajo digno y la libertad 
de movimiento.

*Miembro del Servicio Jesuita a 
Refugiados-Venezuela 
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